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SALA SEGUNDA

Sección Tercera
EXCMOS. SEÑORES;

Don Franclsco Rubfo Llorent,e
Don Eugenio Dfaz Eimil
Don ,José Luls de los Mozos

y de los Mozos
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Recurso núm. :  L87/9L

ASUNTO: Recurso de amparo
promovido por don Eduardo
Marchena Rufz.

SOBRE: Auto de Ia Sala de
1o Social del Tribunal Su-
perior de Justicia de
Cantabria que desestima e1
recurso de Súplica contra
el Auto de la misma Sala
que no admlte a trámite
el recurso de Suplicación y
declara f irme La Sentencia
dictada por el iluzgado
de 1o Socia1 nt1m. 2 de
Santander sobre reclamaclón
de revalorización de pensión
de Jubi lac ión.

La Sección ha examinado

don Eduardo lvlarchena Rufz

eI recurso de amparo interpuesto
por

I. - AIVTECEDENTES

1-.- Don Eduardo Marchena Rulz, €rr su propio nombre y re-
presentación, por escrito que tuvo entrada en est,e Tribunal el
28 de enero de 1991, interpone recurso de amparo contra el Auto
de la Sala de 1o Social de1 Tribunal Superior de Justicia de

Cant ,abr ia  -T .S.J .C. -  de  3  de  enero  de  1991 que deses t ima e l  re -

curso de Srlplica contra ef Auto de1 mismo órgano judicial de 4

de diciembre de 1990, el cual inadmitió a trámite el recurso de

suplicación y declaró firme Ia Sentencia dictada por el i luzga
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do de 1o Social nr1m. 2 de Santander de 2t de julio de L990, €n
autos nútm. 384/8 sobre reclamación de revalorización de pensión

de jubi lación.

2.-  La demanda se basa en los s iguientes antecedentes:

a) El solicitante de amparo presentó demanda sobre reva-

lorización de Ia pensión complementaria de jubilación que per-

cibfa, Ia cual fue desestimada por Ia Sentencia impugnada en
amparo.

B) Tras una ser ie de vic is l tudes procesales,  s1n trascen-

dencia para la cuestión, se planteó por aquel demandante recur-

so de suplicación, eI cual fue inadmitido a trámite por e1 Auto

de l  T .S . . I .C .  de  4  de  d ic lembre  de  1990 .

c) Contra éste el recurrente planteó recurso de Sr1plica,
que fue desest,lmado por Auto de 3 de enero de 1991.

3.- En la demanda se alega que las resolucj-ones judlcla-

les recurridas, vulneran el derecho de tutela judicial efectlva

or ig inador  de indefensión -ar t fcu lo 24.L de Ia  C.E.- ,  y  e l  de-

recho de igualdad ante Ia  Ley -ar t , fcu lo t4  de la  C.E.- ,

sol icitándose que se declare su nulidad y "el derecho del recu-

rrente a perci-bir los lncrement,os de su pensión, en eI porcen-

taJe establecido para los de su misma cuantla, sj-n que pueda

aprec iarse concurrencia. . .  "  "condenando a l  INSS y a Ia  TGSS aI
pago de las cantidades que el actor ha dejado de percibir".

La violación del derecho de tutela judicial- efectlva-
-ar t lcu lo 24.L de Ia  C.E.-  se considera causada por  la  incon-

gruencia omisiva de la Sentencia, que se l- imita a rat, i f icar Ia

resolución del INSS sin efectuar pronunciamiento expreso res-

pecto de las alegaciones de j-nconstitucionalidad planteadas en

la demanda.

Entendiéndose producida indefensión taI Sentencia j.mpug-

nada, a pesar de v1olar 1o dispuesto en el artfculo 4L de Ia
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Constitución -violación que ya fue alegada por el- recurrent€-,

no se ha planteado la oportuna cuest,ión de inconstituclonali-

dad.

La lesión del principio de igualdad ante l-a fey- arfculo

t4 de Ia C.8.-  t iene lugar,  porque al  caf i f icar la Sentencia

impugnada la percepción del actor como concurrente por proceder

de una Sociedad con participación mayoritaria de capital- púrb1i-

co, se esta discrlminando a los trabajadores de dicho tipo de

empresas respecto de los ocupados en empresas de capit,al prlva-

do, ya que según la tesis de la Sentencia estos rl lt imos sf pue-

den compatibil izar tal percepción con Ia recibida de la Seguri-

dad Soc ia l .

. Dicha discriminación se origina porque los trabajadores

de empresas con part,iclpación mayorlt,aria de Estado no son fun-

cionarios pt1bl1cos, slno que tienen los mlsmos derechos y obli-
gaciones que los demás trabajadores españoles. Y cobra especial

relieve el caso ahora planteado porque las empresas implicadas

están integradas en sectores de actj-vidad privada con exceso de
producción, por 1o que compiten con tales empresas privadas.

Además, dl tener los bienes de dichas sociedades, por

ser sociedades anónimas, €1 caráct,er de privados, los comple-

mentos o pensiones satisfechos por aquellas no proceden de fon-

dos prlblicos

4.-  EI  30 de abr i l  de 1991 se dictó providencla,  conce-

diendo al demandante de amparo y al Ministerio Fisca1 el plazo

común de diez dfas para alegar sobre la posible concurrencia de

la causa de inadmisibi l idad prevista en el  ar t lculo 50.1.c)

LOTC, por carecer la demanda manifiestamente de cont,enido cons-

t i tucional .

5.- El demandante de amparo solicitó l-a admisión del pre-

sente recurso, tras aclarar que su objeto no es el Auto dictado
por eI  T.  S.  J.  C. ,  s ino Ia Sentencia del  . Iuzgado de 1o Socla1

nútm. 2 de Santander, insiste en que la vul-neración const,itucio
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nal se produce por la omisión del- órgano judicial, Cfue no dió

respuesta a ciertas alegaciones condicionantes del fal lo, y es

que la discrimlnación deriva de aplicar dist int,o trato a dos

grupos de trabajadores quj-enes, salvo por su pertenencla a em-

presas con capit,al mayori-tarlamente privado o mayorit,ariamente

púb1ico, €rr todo 1o denás son iguales.

6. -  E l  Min is ter io  F iscal  so l ic i tó  la  inadmis i -b i l idad de1

recurso por carecer la demanda de cont,enido constitucional ale-

gando que eI derecho a Ia congruencia -artfcul-o 24.L de Ia

C.E.-  no habfa s ido les ionado,  y  no so lo porque eI  p lanteamien-

to de la posible cuestión de inconStitucionalidad es algo que

afecta exclusj-vamente a la decisión de1 propio órgano judlcial,

sino porque tal órgano Judicia]-, €rr el presente caso, aunque no

se pronunció de manera expresa sobre 1o propuesto, contestó de

manera implfcita, pero bastante, dl tema de la l i t is.

La invocada discriminación en la revalorización de la

pensión -ar t , fcu lo t4  de 1a C.E.- ,  carece también de contenj -do

constitucional, cont, inúa el Fiscal, dl invadir terreno de mera

legalidad el intento de que se relnterprete en amparo si Ia em-

presa en la que trabajó eI sol icitante t iene carácter público o

privado, y porque eI dist into trato para trabajadores de empre-

sas ptlbl icas y privadas en el ámbito de las prestaciones de la

Seguridad Social-, ha sido entendido por el Tribunal Constitu-

cional como justi f lcado en su desi-gualdad dada Ia naturaleza

originaria de una y otra y el régimen económico y presupuesta-

r io  de las mismas.

II. _ FUNDAIVIENTOS JURIDICOS

1.- La pretendida vulneración del derecho de tutela judi-

cial efectiva originador de indefensión del artfculo 24.L de l-a

Constj-tución, rro puede ser atendj-a. El recurrente , aI aducir

que la Sentencia impugnada Ie ha originado j-ndefensión aI no

efectuar pronunciamj-ento expreso respecto de sus alegaciones de
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inconstitucionalldad formuladas, asf como al no plantearse la

oportuna cuestión de inconstitucionalidad, no obstante ser su
pronunciamiento contrario a 1o preceptuado en eI artfculo 41 de

l-a C.8., parte de una prernisa errónea sobre el alcance del exa-

men por los órganos judiciales de la constitucj-onalidad de Ia

Ley, pues segrln reiterada doctrina de este Tribunal, suscitar

la cuestión de inconstitucionalidad es una prerrogativa exclu-

s j -va e i r rev j -sable del  órgano jud ic ia l  -SSTC L48/86 y 23/88- ,

el cual por eJ- mero hecho de no plantearfa y de apllcar la ley

gue, en contra de Ia opinión del Justiciable, no estima in-

const, i tucional, rro lesiona, €r1 principio, derecho fundamental

a lguno  de  és te  -AATC L0 /83  y  301 /85 - .

Además, tampoco es cierto que la resolucj-ón judicial haya
j-ncurrido en incongruencla al no dar respuesta al problema de

constitucionalidad planteado, pues el órgano judicial, sometido

a Ia ley y a la Constitución, €rr el momento de aplicar las nor-

mas jurfdicas en que fundamenta su pronunciamiento -en eI su-
puesto examinado e l  Real  Decreto t584/ t988 y l -  Ley 23/L988- ,

puede y debe realizar un examen previo de su
constitucionalldad, eI cual no tiene por qué ser explfcito. Asf
pues, como el Juzgado de 1o Social interpretó y aplicó aquellas
normas jurfdicas, eIlo quj-ere decir que no l-as ha estimado in-

constitucionales, 10 cual supone, eu€ contestó de manera inplf-
c i t ,a,  pero bastante,  a aquel la cuest ión l - i t , ig iosa.

2.- Tampoco puede tomarse en consideración, como funda-

mentos de Ia solicj-tud de Ia demanda de amparo, la supuesta

lesión de1 derecho de igualdad ante Ia ley del artfculo L4 de

la  C .E .

Partiendo de la consideración, efectuada en la resolución
judicial impugnada, de que Ia pensión del recurrente tiene el

carácLer de pública, pues este Tribunal ha dicho que no Ie co-
rresponde examlnar Ia corrección, desde eI plano de l-a legali-

dad, de la calif icación como público de1 complemento de pensión
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abonado por la empresa, dl no ser competente para eIlo -SSTC

L99/90 de 10 de d ic iembre-

En base a eI1o, debe ponerse de manifiesto que 1a dife-

rente regulaclón Jurfdica que Ia Iey otorga a los complementos

de pensión de los trabajadores de empresas con participación

mayoritaria de capital prlbl-ico, respecto de los trabaj adores de

empresas privadas -que es 1o que e} recurrente considera, en

defj-nit iva, discriminatorio-, rro es arbitraria, sino que tiene

su justif icación y razón de ser en Ia propia naturaleza de los

recursos ptlblicos de que se nutren y emplean -aún parcialmente-

las prj-meras, y no asf las segundas, por lo que el término de

comparación entre unas y otras es claramente inadecuado, en

consecuencia, no se da e1 ineludible requisito de identldad de

supuestos fácticos, y por tanto, la invocada discriminación no
puede ser apreciada.

En virtud de 1o expuesto la Sección acuerda la inadmisión

a trámite de present,e recurso y ef archivo de las actuaciones.

Madri-d, uno de jul io de mil noveclentos noventa y uno.

a7


